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Comisión de la Condición Jurídica y Social de la Mujer 

57º período de sesiones
4 a 15 de marzo de 2013

Seguimiento de la Cuarta Conferencia Mundial sobre la Mujer y del período extraordinario de sesiones de la Asamblea General, titulado “La mujer en el año 2000: igualdad entre los géneros, desarrollo y paz para el siglo XXI”: consecución de los objetivos estratégicos, adopción de medidas en las esferas de especial preocupación y medidas e iniciativas ulteriores


Declaración presentada por Action Canada for Population and Development, organización no gubernamental reconocida como entidad consultiva por el Consejo Económico y Social


El Secretario General ha recibido la siguiente declaración, que se distribuye de conformidad con lo dispuesto en los párrafos 36 y 37 de la resolución 1996/31 del Consejo Económico y Social.
Declaración 


Action Canada for Population and Development (ACPD) celebra que la Comisión concentre la labor de su próximo período de sesiones en la eliminación y prevención de todas las formas de violencia contra la mujer. Después de los resultados sumamente desalentadores del último período de sesiones de la Comisión, en el que no se aprobaron conclusiones convenidas, la exhortamos a que renueve su compromiso y solidaridad para con las mujeres que hacen frente a sistemas perpetuos de desigualdad, opresión y violencia. Pedimos a los miembros de la Comisión de la Condición Jurídica y Social de la Mujer que en su 57º período de sesiones, en interés de los Estados, los exhorten a acelerar los esfuerzos por lograr la total eliminación de todas las formas de violencia contra la mujer y las desigualdades basadas en el género, a fin de echar los cimientos en que se basará el programa de desarrollo con posterioridad a 2015, luego de los exámenes que se realizarán 20 años después de la Conferencia Internacional sobre la Población y el Desarrollo y del establecimiento de los Objetivos de Desarrollo del Milenio (ODM). 


Habida cuenta del tema prioritario del 57º período de sesiones de la Comisión de la Condición Jurídica y Social de la Mujer, "La eliminación y prevención de todas las formas de violencia contra la mujer y la niña", instamos a la Comisión a reconocer que la denegación de sus derechos sexuales y reproductivos a las jóvenes y las adolescentes es una forma de discriminación y violencia contra ellas. En consecuencia, instamos a la Comisión a que asigne prioridad a las acuciantes cuestiones que hoy se oponen a la plena realización de los derechos sexuales y reproductivos de la mujer en todo el mundo, concretamente los de las jóvenes y adolescentes, los cuales están a punto de ser suprimidos en la comunidad internacional. Una de esas cuestiones es el derecho al acceso a servicios de aborto. 



La restricción del derecho de la mujer a una gama completa de derechos sexuales y reproductivos constituye una forma de violencia contra la mujer 


Exhortamos a la Comisión a que reconozca que restringir el derecho de las mujeres al acceso a una gama completa de servicios de salud sexual y reproductiva, incluido el acceso al aborto en condiciones de seguridad, es una forma de violencia contra la mujer. De acuerdo con el informe de 1999 de la Relatora Especial sobre la violencia contra la mujer, sus causas y consecuencias (E/CN.4/1999/68/Add.4, párr. 45): “Las políticas del Estado contribuyen a la violencia contra la mujer que se manifiesta en abortos forzosos... Si bien no siempre resultan en la muerte de la víctima. todas esas prácticas pueden causarla y violan el derecho de la mujer a la vida.” 


Al crear y mantener tales limitaciones, y poner así a las mujeres en la situación de tener que recurrir a servicios de aborto riesgosos, los gobiernos son responsables de la consiguiente violación de los derechos de la mujer. Los procedimientos en condiciones de riesgo pueden causar graves trastornos de la salud, lesiones y, para 47.000 mujeres por año, la muerte, según informó la Organización Mundial de la Salud (OMS) en 2008. Debe exigirse responsabilidad a los gobiernos por no proteger a las mujeres de todas las formas de violencia. Cuando las mujeres tienen legalmente acceso al aborto y se eliminan las limitaciones que restringen ese acceso, se les empodera para que tomen decisiones libres e informadas sobre su salud y bienestar, y por tanto es menos probable que experimenten formas de violencia mental y física al ejercer su derecho a los servicios de salud sexual y reproductiva. 



Las normas de derechos humanos reconocen el derecho de las
mujeres al acceso a servicios de aborto 


La imposición de restricciones jurídicas a las mujeres que acceden a los servicios de aborto y la discriminación contra ellas suelen estar profundamente arraigadas en motivaciones ideológicas y religiosas de los grupos sociales dominantes, que invocan los derechos del feto y se oponen al acceso de las mujeres y las adolescentes a dichos servicios. Se trata de un intento deliberado de negar a la mujer, en particular a las jóvenes y adolescentes, sus derechos fundamentales a la vida, la salud, la dignidad, la igualdad y la autonomía. 


En los instrumentos de derechos humanos, incluida la Declaración Universal de Derechos Humanos, el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, el Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, la Convención sobre la eliminación de todas las formas de discriminación contra la mujer, la Convención sobre los Derechos del Niño y la Convención contra la Tortura y Otros Tratos o Penas Crueles, Inhumanos o Degradantes, se señala específicamente la necesidad de proteger y promover, los derechos de la mujer a la salud, a la vida, a vivir sin violencia ni discriminación y a tener acceso a la atención de la salud reproductiva, entre otros que protegen y promueven su derecho a tener acceso al aborto. Estos instrumentos de derechos humanos proporcionan argumentos claros e internacionalmente convenidos en apoyo de las opciones reproductivas de la mujer. De ahí que restringir su derecho al aborto contradiga las normas internacionales de derechos humanos y a menudo responda a motivos ulteriores de quienes formulan las normas jurídicas y sociales que evitan que la mujer disfrute de una vida con calidad, igualdad y libertad. 



Asegurar el derecho al acceso a servicios de aborto en condiciones 
de seguridad como componente esencial de un conjunto amplio e 
integrado de servicios de salud 


El papel del aborto en condiciones de seguridad como intervención eficaz en la atención integral de la salud se señala reiteradamente en una publicación conjunta de la OMS, el Fondo de las Naciones Unidas para la Infancia y el Fondo de Población de las Naciones Unidas titulado “Packages of Interventions for Family Planning, Safe Abortion Care, Maternal, Newborn and Child Health”, y en el informe del Relator Especial sobre el derecho de toda persona al disfrute del más alto nivel posible de salud física y mental presentado a la Asamblea General en su sexagésimo sexto período de sesiones, en 2011. En el informe se pide la eliminación de las leyes que restringen el acceso de las mujeres al aborto en condiciones de seguridad, que son “el ejemplo paradigmático de las barreras inaceptables que impiden a las mujeres ejercer su derecho a la salud.” (A/66/254, párr. 21) 

En un informe reciente de la OMS sobre el aborto en condiciones peligrosas se indica que las restricciones legales al aborto no reducen su número, sino que más bien aumentan los riesgos de mortalidad y morbilidad materna debido a los abortos riesgosos realizados en lugares clandestinos y faltos de higiene por personas no calificadas. Las consecuencias de estos abortos suelen ser más terribles para las adolescentes y las jóvenes debido a las barreras jurídicas, sociales y culturales y al estigma relacionado con el aborto que limitan su acceso a servicios sexuales y reproductivos de calidad. De acuerdo con un informe de la OMS de 2011 sobre el embarazo en las adolescentes, cada año alrededor de 2,5 millones de adolescentes tienen abortos en condiciones peligrosas, usualmente con complicaciones más graves que las que experimentan mujeres mayores. Aproximadamente el 13% de todas las muertes maternas registradas por año se deben a abortos en condiciones peligrosas. El 14 % del total de abortos en tales condiciones que se realizan en los países de ingresos bajos y medianos corresponden a niñas de entre 15 y 19 años. A causa de las restricciones jurídicas para el aborto que rigen en muchos países y al estigma que lleva asociado, muchos casos quedan indocumentados y ello deja a las mujeres con riesgos y complicaciones por el resto de sus vidas. No obstante, como se señala en la publicación de la OMS Safe Abortion: technical and policy guidance for health systems, de 2012, cuando se ejerce el derecho de las jóvenes y las adolescentes a la salud sexual y reproductiva, incluido el acceso a una diversidad de anticonceptivos modernos, las tasas de prevalencia del aborto disminuyen. 


Instamos a los gobiernos y a otras partes interesadas a proteger los derechos de la mujer a la salud sexual y reproductiva, incluyendo el aborto sin riesgo como una intervención esencial para el ejercicio del derecho a la salud, el derecho a la vida y el derecho a vivir sin violencia ni discriminación. Esos derechos son fundamentales para la consecución de los objetivos indicados en el Programa de Acción de la Conferencia Internacional sobre la Población y el Desarrollo, la Plataforma de Acción de Beijing y los Objetivos de Desarrollo del Milenio, y a fin de promover mejores resultados para las adolescentes y las jóvenes en la esfera de la salud. 



El estigma relacionado con el aborto tiene fuertes repercusiones para la salud física y mental de la mujer y para sus derechos. 


Las mujeres que se practican abortos suelen verse sometidas a varios niveles de estigma y discriminación. Esas experiencias generalmente dan por resultado la incapacidad de la mujer para ejercer su autonomía física y su libertad de elección. El estigma que algunas mujeres experimentan no es necesariamente inherente al acto de terminar su embarazo, sino más bien perpetuado por sistemas de acceso desigual al poder y los recursos, papeles estrechos y rígidos asignados a los géneros e intentos sistemáticos por controlar la sexualidad femenina, como indican Kumara, Hessini y Mitchell en su artículo “Conceptualising abortion stigma”, publicado en Culture, Health & Sexuality en 2009. 


El estigma relacionado con el aborto contribuye a que se presente información insuficiente y equivocada sobre su incidencia, por lo cual se subestima el alcance de su prevalencia y sus repercusiones en las vidas de las mujeres. Debido a la cultura de silencio en torno a esta cuestión, los mitos prevalecen en tanto que la realidad se desconoce: de ahí que la no disponibilidad de servicios de aborto en condiciones seguras provoque muertes y lesiones a millones de mujeres en todo el mundo. 



Conclusión 


Por último, instamos a los miembros de la Comisión a abordar estos hechos alarmantes mediante el respeto, la protección y la realización del derecho de las jóvenes y las adolescentes a servicios de aborto en condiciones de seguridad, sin estigma, discriminación ni violencia, entre otras barreras. Instamos a los miembros de la Comisión a que reflexionen profundamente sobre estas cuestiones durante las deliberaciones y negociaciones con el fin de llegar a resultados realistas, viables y eficaces que garanticen a las mujeres la totalidad de los derechos sexuales y reproductivos, incluido el derecho al aborto. 



Recomendaciones básicas para las conclusiones convenidas 


•
Respetar, proteger y realizar los derechos reproductivos de la mujer, incluidas las jóvenes y las adolescentes, entre ellos el derecho al acceso a servicios de aborto libres de violencia, discriminación y estigma 


•
Considerar prioritario el derecho de las jóvenes y las adolescentes a la autonomía física, la igualdad y la libertad de elección en el más amplio sentido, como factores clave en la prevención de la violencia contra la mujer. 


•
Eliminar las barreras jurídicas y normativas para el pleno ejercicio de los derechos humanos de la mujer, en particular de su derecho a la salud y la igualdad, puesto que constituyen una forma de violencia contra la mujer. 


•
Eliminar todas las formas de estigma y discriminación contra la mujer, incluido el estigma relacionado con el aborto. 


•
Es preciso que se establezcan servicios de aborto sin riesgo de óptima calidad y se garantice que los proveedores de atención de la salud estén capacitados para proporcionar servicios e información basados en los derechos, imparciales y favorables para los jóvenes.


•
Asegurar que las jóvenes y las adolescentes tengan acceso a servicios de aborto como parte de un conjunto amplio de servicios de salud sexual y reproductiva, información y educación, integrados en el lugar en que se prestan los servicios.
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